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COMUNIDAD AUTONOMA
~

DE CATALUNA

31101 LEY 13/1993, de 25 de noviembre, de ade­
cuación de la Ley 6/1989, de 25 de mayo,
en materia de Cajas de Ahorros.

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de Cataluña ha aprobado y yo, en nombre del Rey y
de acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del
Estatuto de Autonomía, promulgo la siguiente

COMUNIDAD AUTONOMA
DE CANTABRIA

31102 LEY 8/1993, de 18 de noviembre, del Plan
de Gestión de Residuos Sólidos Urbanos de
Cantabria.

EL PRESIDENTE DE LA DIPUTACION REGIONAL DE CANTABRIA

Conózcase que la Asamblea Regional de Cantabria
ha aprobado y yo, en nombre de Su Majestad el Rey,
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2 del Esta­
tuto de Autonomía para Cantabria, promulgo la siguiente

(Publicada en el "Diario Oficial de la Generalidad" número 1.829.
de 3 de diciembre de 1993)

LEY 13/1993. DE 25 DE NOVIEMBRE. DE ADECUA­
CION DE LA LEY 6/1989. DE 25 DE MAYO. EN MATE­

RIA DE CAJAS DE AHORROS

PREAMBULO

Como consecuencia de la sentencia 33/1993, de 1
de febrero, del Tribunal Constitucional. procede adecuar
el precepto declarado nulo de la Ley 6/1989, de 25
de mayo, que modificó la Ley 15/1985, de 1 de julio,
de Cajas de Ahorros de Cataluña, a los pronunciamientos
de dicha sentencia.

La nueva formulación del precepto responde, no obs­
tante, al designio expresado por el legislador de esta­
blecer un requisito especial en la adopción de acuerdos
para designar representantes por parte de las Corpo­
raciones Locales fundadoras que contribuya a la esta­
bilidad de los órganos de gobierno de las Cajas.

Es necesario, asimismo, efectuar un nuevo encargo
al Gobierno de refundir definitivamente la Ley 15/1985
con las partes no modificadas de la Ley 6/1989 y con
la modificación introducida por la presente Ley.

Artículo 1.

Se modifica el artículo 1 de la Ley 6/1989, de 25
de mayo, de modificación de la Ley 15/1985, de 1 de
julio, de Cajas de Ahorros de Cataluña, con el alcance
que se indica a continuación:

Se añade un cuarto párrafo en el apartado b) del
artículo 17 con el siguiente contenido: «los acuerdos
del pleno de las Corporaciones Locales fundadoras desig­
nando a los Consejeros generales que les corresponda
deberán tomarse con el voto favorable de la mayoría
absoluta de los miembros de derecho de la Corporación».

Artículo 2.

Se autoriza al Gobierno de la Generalidad para que
elabore el texto refundido de la presente Ley, en el plazo
de cuatro meses desde su promulgación, con los pre­
ceptos de la Ley 6/1989, de 25 de mayo, y con los
preceptos de la Ley 15/1985, de 1 de julio, de Cajas
de Ahorros de Cataluña.

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los
que sea de aplicación esta Ley cooperen en su cum­
plimiento y que los Tribunales y autoridades a los que
corresponda la hagan cumplir.

Palacio de la Generalidad, 25 de noviembre de 1993.

MACIA ALAVEDRA I MONER.
Consejero de Economía y Finanzas

JORDI PUJOL.
Presidente

LEY DE CANTABRIA 8/1993. DE 18 DE NOVIEMBRE.
DEL PLAN DE GESTION DE RESIDUOS SOLIDOS URBA­

NOS DE CANTABRIA

EXPOSICION DE MOTIVOS

El articulo 25 del Estatuto de Autonomía para can­
tabria confiere, en su apartado uno.h. competencia a
la Diputación Regional para dictar normas adicionales
de protección del medio ambiente.

Dicha competencia ha sido delegada por la vía del
artículo 150.2 de la Constitución, correspondiendo, por
tanto, al Estado la «legislación básica sobre protección
del medio ambiente» (artículo 149.1.25 de la propia
Constitución) y a la Diputación Regional únicamente la
de desarrollo y la función ejecutiva.

La Ley 42/1975, de 19 de noviembre, de Recogida
y Tratamiento de los Desechos y Residuos Sólidos Urba­
nos, modificada por el Real Decreto Legislativo
1163/1986, de 13 de junio, establece, en su artículo
11.3, la competencia de las Comunidades Autónomas
para formular planes de gestión de resi¡luos en su ámbito
territorial de acuerdo con las previsiones de esta Ley
y del Plan Nacional de Gestión de Residuos que serán
de obligado cumplimiento para Entidades públicas y
privadas.

La Diputación Regional. en uso de las competencias
mencionadas y las que le corresponden como Diputación
Provincial, puede aprobar planes de incidencia supra­
municipal en las materias que por su magnitud, impor­
tancia o especiales características así lo aconsejen.

La necesidad de coordinar en el ámbito superior al
municipal la gestión de residuos sólidos, la repercusión
que este acuciante problema posee sobre el medio
ambiente de la Comunidad y la necesidad de optimizar
las cuantiosas inversiones en equipamientos e infraes­
tructuras, obligan a que la Diputación Regional de Can­
tabria asuma la responsabilidad que le corresponde en
la gestión de los residuos sólidos urbanos en el ámbito
de esta Comunidad, aprobando para ello los medios más
convenientes y situando sobre ,la geografía de Cantabria
los emplazamientos adecuados para dar una solución
global a los distintos problemas que se plantean. Todo
ello en coordinación con los Ayuntamientos de la región
y sin menoscabo de sus competencias en esta materia.

De conformidad con lo indicado por Decreto
23/1987, de 22 de abril,_se aprobó el Plan de Gestión
de Residuos Sólidos Urbanos de Cantabria y la Dipu­
tación Regional ha realizado un esfuerzo técnico y eco­
nómico de gran magnitud que ha producido un gran
avance para la corrección de los gravísimos problemas
ambientales que aquejaban el medio natural de Can­
tabria en relación con la gestión de los residuos sólidos
urbanos.
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En los últimos años la política ambiental comunitaria
en materia de residuos ha experimentado una rapidísima
transformación, recogida en la Directiva 91/ 156/CEE
y el Dictamen 92/CEE/4026. Asimismo, las exigencias
ambientales en relación con la prevención de la con­
taminación atmosférica procedente de las instalaciones
de incineración de residuos municipales contenidas en
las Directivas del Consejo 89/369/CEE y 89/429/CEE.
se han incrementado sustancialmente.

La experiencia adquirida en el desarrollo y ejecución
del Plan de Gestión aconsejan su adaptación a las nece­
sidades y circunstancias actuales por la Asamblea Regio­
nal en base a su potestad legislativa en relación a las
competencias exclusivas de la Diputación Regional, entre
las que se encuentra la ordenación del territorio, y la
competencia planificadora en materia de gestión esta­
blecida en la legislación estatal. que no objeta. sino más
bien exige. jurídicamente aprobar con ese rango nor­
mativo el Plan de Gestión de Residuos Sólidos Urbanos
para Cantabria.

Finalmente, debe ser objetivo fundamental y priori­
tario de un moderno plan de tratamiento de los residuos
sólidos urbanos. un adecuado tratamiento normativo y
una decidida promoción del reciclado en origen; y simul­
táneamente, vinculado al mismo pero no sólo limitado
a él, una política educativa decidida y adecuada, una
suficiente y completa información y unos incentivos atra­
yentes para los ciudadanos.

Artículo 1.

Es objeto de la presente Ley aprobar el Plan de Ges­
tión de Residuos Sólidos Urbanos de Cantabria.

Artículo 2.

Toda actuación en el ámbito territorial de Cantabria
relacionada con los residuos contemplados en la Ley
42/1975, de 19 de noviembre, se realizará dentro de
las normas del Plan que es de obligado cumplimiento
para Entidades públicas y privadas sin perjuicio de las
competencias de los Ayuntamientos en esta materia y
en coordinación con ellos.

Artículo 3.

Los objetivos del Plan de Gestión de Residuos Sólidos
Urbanos de Cantabria son:

a) Evitar el impacto ambiental que sobre el suelo,
agua, atmósfera, paisaje y, en general. el medio natural
de Cantabria origina el depósito incontrolado de basuras.

b) Establecer en todo el ámbito regional el trata­
miento adecuado de los residuos sólidos urbanos de
manera que, además de asegurar su idoneidad desde
el punto de vista ambiental, se asegure su viabilidad
técnica y económica, declarándose por tanto de interés
comunitario el tratamiento de los residuos sólidos urba­
nos.

c) Optimizar la utilización de medios mecánicos fijos
y móviles en la recogida de los residuos sólidos urbanos.

d) Establecer un sistema de ayudas técnicas yeco­
nómicas a los municipios para la recogida y transporte
de los residuos sólidos urbanos considerando que la eco­
nomía de escala tiene gran importancia y exige plan­
teamientos supramunicipales.

e) Fijar los criterios técnicos medioambientales que
deben regir el almacenaje, implantación de instalaciones
y tratamiento de residuos sólidos urbanos, cuya loca­
lización, características funcionales y ámbito requieren
planteamientos supramunicipales.

f) Conseguir la clausura, sellado y restauración de
vertederos incontrolados.

g) La educación, información e incentivación de los
ciudadanos para la selección de las basuras y el reciclado
en origen.

h) El establecimiento de un plan de selección. reci­
clado y recuperación en los municipios. acordando a
tal efecto los oportunos Convenios con los Ayuntamien­
tos y colaborando económicamente a su realización.

Artículo 4.

1. La recogida domiciliaria se efectuará con las
necesarias garantías para preservar la salud de las per­
sonas, animales y conservación del medio ambiente. rea­
lizándose en general en camiones de caja cerrada y con
sistema de compactación.

2. Las ordenanzas municipales regularán las dispo­
siciones en las vías públicas de las basuras domiciliarias
fomentándose la disposición en contenedores.

3. Para una optimización técnica y económica de
los medios de recogida se recomienda la formación de
mancomunidades de municipios o de consorcios o cual­
quier forma de actuación conjunta de municipios, incluso
con otras Administraciones o Entidades públicas o pri­
vadas. La Diputación Regional cooperará fomentando
la constitución de dichas figuras asociativas.

4. Cuando las distancias del transporte y el tonelaje
de residuos lo justifique se establecerán estaciones de
transferencia en las que se asegure que no se derramen
ni se almacenen residuos, prohibiéndose la permanencia
de basuras en la planta. en las tolvas o en los conte­
nedores por más de veinticuatro horas.

Artículo 5.

1. En atención a los trabajos técnicos efectuados
y de la aplicación de criterios excluyentes y orientativos
se establecen como instalaciones de tratamiento para
residuos sólidos urbanos de Cantabria, las siguientes:

a) El vertedero controlado con cubrición de Cabezón
de la Sal.

b) El vertedero controlado, en vías de ejecución, de
El Mazo, en el límite de los términos municipales de
Torrelavega y Piélagos. actual zona de vertido del Ayun­
tamiento de Torrelavega.

c) Vertedero controlado de Meruelo.
d) Vertedero controlado de Reinosa, en terrenos del

actual vertedero.
e) Horno autoincinerador de Liébana.
f) Horno autoincinerador de Ramales de la Victoria.
g) Horno autoincinerador de Selaya.
h) Horno autoincinerador de Valdeprado del Río.
i) Horno autoincinerador de Santiurde de Toranzo.
j) Planta de reciclaje integral de Torrelavega-Piéla­

gos.

2: Se ha seleccionado, como_forma general de eli­
minar los residuos, el reciclaje integral. adecuadamente
complementado por sistemas de selección y reciclado
en origen, cuyo desarrollo se debe acometer obligato­
riamente de manera coordinada con el sistema general.
Junto a ambos. el resto de los sistemas empleados. tie­
nen carácter complementario o subsidiario.

3. Los vertederos controlados se adaptarán a las
normas técnicas que la CEE desarrolle como consecuen­
cia del Dictamen sobre la Propuesta de Directiva del
Consejo relativa al vertido de residuos 92/CEE/4026.

4. Los hornos autoincineradores se adaptarán a lo
dispuesto en las Directivas 89/369/CEE y 89/429/CEE,
relativas a la reducción de la contaminación atmosférica
procedente de instalaciones de incineración de residuos
municipales cumpliendo en su adaptación los plazos
señalados en dichas Directivas.
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Artículo 6.

1. En aplicación de la legislación estatal el Consejo
de Gobierno de la Diputación Regional de Cantabria
fomentará la creación de consorcios y mancomunidades
municipales de recogida, transporte y tratamiento de
residuos sólidos a fin de dar cumplimiento al presente
Plan.

2. De acuerdo con los criterios excluyentes y orien­
tativos basados en los diversos estudios técnicos, las
Agrupaciones de municipios son las siguientes:

Agrupación A.-Mazcuerras, Cabezón de la Sal. Udías,
Ruiloba, Comillas, Valdáliga, San Vicente de la Barquera,
Val de San Vicente, Herrerías, Alfoz de Lloredo, Ruente,
Rionansa, Cabuérniga, Tudanca, Lamasón, Los Tojos y
Polaciones.

Agrupación B.-Anievas, Arenas de Iguña, Cieza,
Molledo, Bárcena de Pie de Concha, Santander, Santa
Cruz de Bezana, Camargo, El Astillero, Piélagos, Villaes­
cusa, Penagos, Santa María de Cayón, Castañeda, Puente
Viesgo, San Felices de Buelna, Los Corrales de Buelna,
Cartes, Torrelavega, Reocín, Santillana del Mar, Suances,
Palanca y Miengo.

Agrupación C.-Ribamontán al Mar, Villaverde de Tru­
cías, Castro Urdiales, Guriezo, Liendo, Colindres, Limpias,
Ampuero, Voto, Solórzano, Bárcena de Cicero, Hazas de
Cesto, Escalante, Meruelo, Arnuero, Naja, Argoños, San­
toña, Laredo, Bareyo; Ribamontán al Monte, Marina de
Cudeyo, Entrambasaguas, Riotuerto, Medio Cudeyo, Liér­
ganes, Miera, San Roque de Riomiera.

Agrupación D.-San Miguel de Aguayo, Pesquera,
Santiurde de Reinosa, Hermandad de Campóo de Suso,
Enmedio, Reinosa y Campóo de Yuso.

Agrupación E.-Pesaguero, Vega de Liébana, Cabezón
de Liébana, Potes, Camaleño, Castro Cillorigo, Peñarrubia
y Tresviso.

Agrupación F.-Ramales de la Victoria, Rasines, Rues­
ga, Arredondo y Soba.

Agrupación G.-Selaya, Villacarriedo, Saro, Villafufre
y Vega de Paso

Agrupación H.-Valdeprado del Río, Valdeolea, Rozas
de Valdearroyo y Valderredible.

Agrupación I.-Santiurde de Toranzo, Corvera de
Toranzo, Luena y San Pedro del Romeral.

Dichos Ayuntamientos deberán verter sus residuos
en los vertederos de Cabezón de la Sal (los de la Agru­
pación Al, en el de El Mazo (los de la Agrupación B),
en Meruelo los de la Agrupación C), en Reinosa (los
de la Agrupación D), en el Horno de Liébana (los de
la Agrupación E), en el Horno de Ramales (los de la
Agrupación F), en el Horno de Selaya (los de la Agru­
pación Gl, en el Horno de Valdeprado del Río (los de
la Agrupación H), en el Horno de Santiurde (los de la
Agrupación 1), en la planta de reciclaje integral de Torre­
lavega-Piélagos (los de las Agrupaciones A, By C).

Se autoriza al Consejo de Gobierno para que, una
vez entre en funcionamiento la planta de reciclaje inte­
gral. mediante Decreto proceda a regular la utilización
y destino de las instalaciones existentes especialmente
los vertederos de Cabezón de la Sal. El Mazo y Meruelo,
incluso procediendo a su clausura o sellado; en todo
caso, a partir de la lecha de entrada en funcionamiento
de la planta deberán verter en ella los municipios de
las Agrupaciones A, By C reseñados anteriormente, sin
perjuicio de que también lo puedan efectuar los de otras
Agrupaciones.

El Consejo de Gobierno de la Diputación Regional
adoptará las medidas oportunas para asegurar en todos
los municipios la prestación integral y adecuada de los

servicios de recogida, transporte y tratamiento cuando
los Ayuntamientos no puedan prestar el servicio por razo­
nes de carácter económico u organizativo. no se man­
comunen entre sí a estos fines o no establezcan con­
sorcio con la Diputación Regional.

Artículo 7.

La Diputación Regional de Cantabria, en ejercicio de
sus competencias, adoptará las medidas oportunas,
incluso con sanción y clausura, tendentes a suprimir los
vertidos incontrolados o a corregir la explotación no ajus­
tada a la normativa de los vertederos existentes.

Artículo 8.

1. Se declara de interés regional, por su carácter
supramunicipal. la gestión del tratamiento de residuos
sólidos urbanos.

2. Corresponderá a la Diputación Regional el
desarrollo, gestión y prestación del servicio correspon­
diente.

Artículo 9.

1. Sin perjuicio de los derechos que correspondan
a los Ayuntamientos, o Mancomunidades, si la Diputa­
ción Regional de Cantabria actuare por subrogación en
la prestación del servicio, incluirá en sus Presupuestos
la financiación total o parcial de las inversiones que serán
precisas para la ejecución de las actuaciones previstas
en la presente Ley.

2. La Diputación Regional, en uso de las facultades
y competencias que le otorga la legislación vigente. en
especial las derivadas de la Ley Orgánica 8/1980, de
22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades
Autónomas, aprueba la retribucíón mediante precio
público de la prestación del servicio público de gestión
de tratamiento de residuos sólidos urbanos para el caso
que actuara por subrogación.

3: Estarán obligadas al pago de los precios públicos
las Corporaciones Locales, Entidades Locales Menores
y demás Entes públicos contemplados en la Ley 7/1985,
de 2 de abril, en calidad de sujetos pasivos beneficiarios
del servicio para el caso que actuara por subrogación.

Los importes de los precios públicos deberán cubrir,
como mínimo, el coste del servicio prestado o de la acti­
vidad realizada. En el caso de que la gestión de la reco­
gida y transporte se efectúe por la propia Diputación
Regional. en virtud de lo dispuesto en el artículo 6. 0

de la presente Ley, sobre los precios públicos mencio­
nados para la gestión de tratamiento se aplicarán las
correspondientes a este servicio de recogida y transporte
en función a la distancia, densidad de población o dis­
persión poblacional respecto del punto de vertido. Se
tendrán en cuenta además criterios de solidaridad regio­
nal. para adecuar las tarifas a especiales situaciones eco­
nómicas o de marginación de los municipios. La posible
disminución de ingresos será asumida por la Diputación
Regional de Cantabria.

Disposición derogatoria.

Quedan derogadas cuantas disposiciones contradi­
gan lo establecido en la presente Ley y en especial el
Decreto 23/1987, de 22 de abril. por el que se aprueba
el Plan de Gestión de Residuos Sólidos Urbanos de
Cantabria.

Disposición final primera.

Se autoriza ill Consejo de Gobierno de la Diputación
Regional a dictar las disposiciones necesarias para el
desarrollo y ejecución del Plan de Gestión de Residuos
Sólidos y Urbanos aprobados por esta Ley.
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Disposición final segunda.

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el «Boletín Oficial de Cantabria».

Palacio de la Diputación. Santander. 18 de noviembre
de 1993.

JUAN HORMAECHEA CAZON.
Presidente del Consejo de Gobierno

(Publicada en, el «Boletín Oficial de CantabriaJl número 241 de 3 de diciembre
de 1993)

COMUNIDAD AUTONOMA
DE MADRID

31103 LEY 10/1993. de 26 de octubre. sobre ver­
tidos líquidos industriales al sistema integral
de saneamiento.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD DE MADRID

Hago saber que la Asamblea de Madrid ha aprobado
la siguiente Ley. que yo. en nombre del Rey. promulgo.

PREAMBULO

La Constitución Española establece en su artículo 45
el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado
para el desarrollo de la persona. así como el deber de
conservarlo. encomendando a los poderes públicos velar
por la utilización racional de los recursos naturales y
sancionar su incumplimiento. así como exigir la repa­
ración del daño causado.

El Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid
atríbuye funciones legislativas. plenas o de desarrollo.
según los casos. sobre diversas materias que constituyen
el entorno físico y el medio natural. Así el artículo 27
en su apartado 10. atribuye a la Comunidad de Madrid
la facultad der establecer normas adicionales de pro­
tección sobre el medio ambiente. para evitar el deterioro
de los equilibrios ecológicos. especialmente en lo relativo
al aire, agua. espacios naturales y conservación de la
flora. la fauna y los testimonios culturales.

Por otro lado. la Ley 3/1988. de 13 de octubre. para
la gestión del Medio Ambiente de la Comunidad de
Madrid. en su artículo 7.2.3 atribuye a la Agencia de
Medio Ambiente el ejercicio de las competencias en
materia de protección de la calidad y control de la con­
taminación de las aguas.

La Ley 10/1991. de 4 de abril. de Protección del
Medio Ambiente de la Comunidad de Madrid. configuró
un sistema de normas adicionales de protección del
medio ambiente. y en su artículo 31.2 se remite a la
normativa aplicable sobre la materia para la determi­
nación de las cantidades y condiciones en que se deben
autorizar los vertidos o emisiones.

Teniendo en cuenta las singulares características de
la Comunidad de Madrid. que une a su alta densidad
de población una gran actividad económica y un por­
centaje muy elevado de suelo urbano. se hace necesario
el desarrollo legislativo específico que. sin perjuicio de
la competencia que en esta materia desarrollen las Entí­
dades locales, proporcione las normas adecuadas para
regular el vertido de aguas residuales industriales a la
red de alcantarillado. con objeto de proteger las insta­
laciones de saneamiento y depuración. y en consecuen­
cia. los recursos hidráulicos y el medio ambiente en la
Comunidad.

La presente Ley se sitúa en el marco de la Directiva
91/271/CEE. de 21 de mayo. relativa al tratamiento
de las aguas residuales urbanas. que señala la necesidad
de que los vertidos de aguas residuales industriales que
entren en los sistemas colectores e instalaciones de tra­
tamiento de aguas residuales urbanas sean objeto de
un tratamiento previo para garantizar. principalmente.

.que no tengan efectos nocivos sobre las personas y el
medio ambiente y no deterioren las infraestructuras de
saneamiento. .

Por otro lado. esta norma toma también como punto
de referencia la Ley 17/1984. de 20 de diciembre, regu­
ladora del Abastecimiento y Saneamiento de Agua en
la Comunidad de Madrid y la Ley 29/1985. de 2 de
agosto. de Aguas y Reglamentos que la desarrollan•

. enmarcando la asignación de competencias a los Ayun­
tamientos en la Ley 7/1985. de 2 de abril. Reguladora
de las Bases de Régimen Local. que en su artículo 25.
establece que los municipios ejercerán en todo caso y
de acuerdo con la legislación del Estado y de las Comu­
nidades Autónomas. competencias en materia de alcan­
tarillado y tratamiento de aguas residuales.

Asimismo es importante señalar que de la experiencia
obtenida en el análisis de la situación actual. se des­
prende que la repercusión económica de esta Ley. en
cuanto a provisión de medidas correctoras es asumible.
en términos generales. por los diferentes sectores indus­
triales implicados.

La Ley se estructura en cuatro títulos. dedicados a
Disposiciones Generales. Condiciones y Control de los
Vertidos al Sistema Integral de Saneamiento. Inspección
y Vigilancia y Disciplina de Vertido. completándose con
una disposición adicional. cuatro transitorias. una dero­
gatoria. siete finales y cinco anexos.

TITULO 1

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

La presente Ley tiene por objeto regular los vertidos
líquidos industriales al Sistema Integral de Saneamiento.
con el fin de proteger las instalaciones de saneamiento.
los recursos hidráulicos. y por tanto el medio ambiente
y la salud de las personas en la Comunidad de Madrid.

Artículo 2. Glosario de términos.

A efectos de la presente Ley. se entiende por:
Ente gestor. Entidad u organización de carácter públi­

co. privado o mixto que tenga encomendada la respon­
sabilidad de las operaciones de mantenimiento y explo­
tación de las Estaciones Depuradoras de Aguas Resi­
duales.

Estación depuradora de aguas residuales. Unidad
compuesta por instalaciones. estructuras o mecanismos
que permitan una depuración por métodos físicos. físi­
co-químicos. biológícos o alternativas tecnológicas simi­
lares del agua residual.

Instalaciones industriales e industrias. Establecimien­
tos utilizados para cualquier actividad comercial o indus­
trial.

Pretratamiento. Operaciones de depuración. procesos
unitarios o encadenados. de cualquier tipo, que sean
utilizados para reducir o neutralizar la carga contami­
nante de forma parcial en calidad o cantidad de la misma.

Sistema integral de Saneamiénto. Conjunto de
infraestructuras públicas de saneamiento que compren­
dan alguno de los elementos siguientes: red de alcan­
tarillado. colectores. emisarios. instalaciones correctoras
de contaminación o estaciones Depuradoras de Aguas
Residuales. cualquiera que sea el tipo de tecnología uti­
lizada y cuyo objetivo sea recoger. transportar y depurar


